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Temas: Declara ilegal la entrada y registro del inmueble del imputado (Artículo 206 CPP):  Para el tribunal, la transacción entre el imputado y agente revelador no tuvo el carácter de “signo evidente” para proceder al ingreso y registro de su domicilio, debiendo haberse solicitado la correspondiente autorización al juez de garantía, por cuanto no se habría tratado de aquellos indicios ciertos, claros y patentes respecto a la comisión de un delito, que hicieran procedente la diligencia, relacionándolo además con el hecho de haber sido necesario efectuar la diligencia de prueba de campo para determinar la naturaleza de la sustancia vendida. El Tribunal desestimó que la sustancia incautada fuese droga por cuanto no se habría señalado la pureza de la misma: Para el tribunal no fue posible estimar más allá de toda duda razonable que los hechos constituyeran el delito de tráfico de pequeñas cantidades de droga, pues no se habría acreditado que la sustancia comercializada se tratara efectivamente de aquella susceptible de afectar al menos potencialmente el bien jurídico protegido. Ello por cuanto la prueba pericial legalmente incorporada de conformidad al artículo 315 del Código Procesal Penal, únicamente indicó que la sustancia era cocaína con un peso neto de 0,88 gramos, sin indicar la pureza ni concentración de la misma, como lo ordena el artículo 43 de la Ley 20.000, por lo que no fue posible entender que se tratara de aquellas que provocaran graves efectos tóxicos o daños considerables para la salud que establece el artículo 1 de la citada Ley. Pero ademas señala que “si bien se acreditó que la sustancia incautada se trataba de cocaína clorhidrato, no fue posible determinar la presencia en ella del componente activo que permita establecer el grado de pureza de la misma, y consecuencialmente su capacidad o aptitud de provocar la necesaria lesión al bien jurídico cautelado.” Ratifica legalidad de actuación agente revelador: El Tribunal, no obstante haber declarado la ilegalidad de la entrada y registro al domicilio del imputado, validó la actuación del agente revelador, pese a que la defensa solicito se declarara ilegal e insconstitucional su actuación. La razón de los sentenciadores para validar dicha actuación la enmarcan en la propia norma del artículo 25 de la ley Nº 20.000, normativa que fue debidamente sometida al control de constitucionalidad por parte del Tribunal respectivo, no verificándose ningún reparo a la misma en dicha sede, por lo que no correspondía entonces emitir un pronunciamiento de fondo al respecto. Asimismo en lo que concierne a la debida proporcionalidad que a juicio del abogado defensor debe existir en la utilización de la figura del agente revelador, en conformidad al inciso final del mencionado artículo, se expresa que dicha exigencia está dada únicamente para eximir de responsabilidad penal a los funcionarios policiales que en ejercicio de tal cometido hayan debido incurrir en delitos, y no como limitación en la autorización que el Fiscal del Ministerio Público está facultado para hacer de conformidad a la misma norma. La prueba de campo es de aquellas diligencias autónomas que puede realizar la policía: Por otra parte, en cuanto a la naturaleza de la prueba de campo en cuanto diligencia de investigación, respecto de la cual a juicio del Defensor debe ser ordenada por el Fiscal y por ende no puede efectuarse en forma autónoma por las policías, se estima que la misma se encuentra inserta dentro de aquellas actuaciones que el legislador autoriza efectuar a los funcionarios de Carabineros y Policía de Investigaciones sin necesidad de una instrucción del Fiscal, conforme el artículo 83 letra c) inciso 2° del Código Procesal Penal, pues se entiende comprendida dentro de aquellos objetos que personal especializado debe recoger, identificar y conservar bajo sello.   

VOTO EN CONTRA: II.- Se estima ajustada a derecho la entrada y registro practicada por funcionarios de Carabineros de Chile:  Para el voto de minoría el procedimiento se ajustó a lo previsto en el artículo 206 del Código Procesal Penal, atendido lo señalado por los funcionarios policiales que depusieron en estrados y que participaron en la diligencia, donde aparece que solo minutos antes la acusada, estando en su domicilio, vendió al agente revelador en la suma de diez mil pesos dos envoltorios de cocaína, la que fue sometida a prueba de campo arrojando coloración positiva, razón por la cual claramente existían signos evidentes de que en el domicilio de la acusada se estaba cometiendo un delito, y configurándose además, la hipótesis de flagrancia del artículo 130 letra b) del código procesal penal, no adoleciendo entonces la prueba obtenida en el interior del domicilio, de vicios que afecten su legalidad, y por ello era susceptible de ser ponderada. Finalmente y en cuanto a la naturaleza de la droga incautada, ella efectivamente resulto ser “cocaína”, arrojando un peso bruto aproximado de “26 gramos 400 miligramos”. Ella, una vez incautada fue remitida para su análisis químico, al “Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio”, pudiendo establecerse a través de dichas probanzas, que correspondía, sin considerar la droga vendida al agente revelador, clorhidrato de cocaína, con un peso neto de 25,18 gramos, y sin indicar su pureza.  Además de 36 unidades de clonazepan y 8 unidades de clorodiazepoxido, señalando el informe de acción de la droga en el organismo, que “Cualquier pureza o concentración de droga es igualmente dañina para la salud pública.” R.F.A.
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TRIBUNAL DE JUICIO ORAL EN LO PENAL DE SAN ANTONIO





MINISTERIO PÚBLICO DE SAN ANTONIO C/ ROSA MARGARITA BURBOA PRADANOS 
DELITO: TRAFICO DE PEQUEÑAS CANTIDADES DE DROGA

RUC
Nº: 1000115004-4

RIT 
Nº: 107-2010.

San Antonio, diecinueve de enero de dos mil once.

VISTOS, OIDOS Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que el día catorce de enero de dos mil once, ante la Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de San Antonio, conformada por el Juez Presidente de Sala don Rodrigo Hernández Pérez e integrada por los jueces doña Paola Rojas Labarca y don Manuel Muñoz Chamorro, el primero en calidad de suplente, la segunda como subrogante, y el tercero titular, se llevó a efecto la audiencia de juicio oral de la causa R.I.T. N° 107 -2010, seguida en contra de doña ROSA MARGARITA BURBOA PRADANOS, cédula nacional de identidad número 6.973.541-K , sin apodos, dueña de casa, nacida el 15 de Marzo de 1955 en Santiago, 55 años, domiciliada en José Marchant N° 267, El Quisco, actualmente sometida a medidas cautelares del artículo 155 del Código Procesal Penal por esta causa. 
Fue parte acusadora el Ministerio Público, representado por el Fiscal don Alvaro Pérez Verde-Ramo, domiciliado en Blanco Encalada Nº 860, San Antonio. La Defensa de la acusada estuvo a cargo del profesional de la Defensoría Penal Pública don Alejandro García García, cuyos antecedentes se encuentran registrados en el Tribunal. 
SEGUNDO: Que los hechos materia de la acusación contenida en el auto de apertura del juicio oral, reproducidos textualmente, son los siguientes:


“Contando funcionarios policiales dependientes del OS7 de Carabineros de Chile con antecedentes de que la imputada Rosa Margarita Burboa Pradanos se estaba dedicando al tráfico de drogas en su domicilio ubicado en calle Regidor José Marchant N° 267, de la comuna de El Quisco, procedieron a solicitar en los términos estipulados en el artículo 25 de la Ley 20.000 se autorizase por parte del Ministerio Público la utilización de un agente revelador en los términos de dicha norma, autorizándose por el ente persecutor penal la utilización de dicha diligencia investigativa al cabo 2do. Cristián Valerio Delgado, quien el día 2 de febrero de 2010, siendo aproximadamente las 15,50 horas, procedió a dirigirse al domicilio ya señalado, donde fue atendido por una mujer con las características de quien se mantenía antecedentes podía dedicarse al tráfico de drogas, quien después de una breve conversación con dicho funcionario policial, ante la consulta de este de si tenía algo de coca para la venta esta procedió a hacerle entrega previo pago de la suma de $5.000.-, de 02 envoltorios de papel blanco contenedores de clorhidrato de cocaína, los cuáles arrojaron un peso bruto de 1 gramo 100 miligramos, de dicha sustancia, arrojando coloración positiva ante la presencia de dicha droga. Una vez realizada la prueba de campo correspondiente funcionarios dependientes de la sección OS7 de Carabineros de Chile en flagrancia conforme lo dispone el artículo 130 del Código Procesal Penal procedieron a ingresar a dicho domicilio procediendo a la detención de la imputada, procediendo al registro de este con la finalidad de incautar las evidencias de la comisión del delito procediendo a encontrar en el interior de el y específicamente sobre un velador que se encontraba junto a la imputada 02 envoltorios de papel blanco con las mismas características de las vendidas al agente revelador, contenedores de clorhidrato de cocaína, arrojando un peso bruto de 1 gramo 400 miligramos de dicha droga, y coloración positiva ante la presencia de esta. Igualmente procedieron a encontrar en el bolsillo del pantalón de la imputada 1 bolsa de nylon transparente la cual contenía clorhidrato de cocaína a granel, arrojando un peso bruto de 25 gramos 900 miligramos de dicha sustancia como asimismo coloración positiva ante la presencia de dicha droga. Asimismo y al interior de dicho domicilio se procedió a incautar 36 grageas  del fármaco de nombre Valpax, correspondiente a Clonazepam, y 8 grageas del fármaco Aeroitan correspondiente a metoclopramida y clordiazepoxido, todas sustancias controladas conforme al Reglamento de la Ley 20.000.-. Igualmente se incautó al interior del domicilio la suma de  $123.700 en dinero en efectivo de distinta denominación, por presumirse proveniente de la venta de droga. Asimismo se procedió a incautar al interior del domicilio 2 bolsitas tipo sachet contenedoras de polvo blanco tipo Royal, el cuál presumiblemente era utilizado en la dosificación y aumento de la droga correspondiente. Cabe hacer presente que la droga era mantenida por la imputada con la finalidad de promover y facilitar de dichas sustancias a distintos adictos del lugar. Además la imputada no contaba con justificación alguna para la posesión de esta y la modalidad comisiva es la posesión y comercialización.”(sic)

 
A juicio del Ministerio Público, los hechos antes descritos son constitutivos del delito de tráfico de pequeñas cantidades de droga, en la modalidad de posesión y comercialización,  cuya finalidad era  promover y facilitar el consumo de drogas, ilícito previsto y sancionado en el artículo 4º en relación al 1º de la Ley 20.000, en grado de desarrollo consumado, correspondiéndole a la acusada ya individualizada, participación en calidad de autora, conforme el artículo 15 N ° 1 del Código Penal. 

Asimismo, el ente persecutor estima que en la especie, concurre respecto de la acusada la circunstancia modificatoria de responsabilidad penal prevista en el artículo 11 N °6 del Código Penal, esto es, su irreprochable conducta anterior, y no concurren agravantes, por lo que solicita se le condene a la pena de 3 años de presidio menor en su grado medio, multa de 10 unidades tributarias mensuales, más las penas accesorias de suspensión de cargo u oficio público mientras dure la condena, más el comiso y destrucción de la droga y contenedores incautados, comiso y depósito del dinero incautado y las costas de la causa. 

TERCERO: Que en el alegato de apertura, el Ministerio Público sostuvo que a través de la declaración de los funcionarios policiales y pericias que se incorporarán de conformidad a lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal, terminado el juicio el Tribunal habrá adquirido la convicción de condena por haberse configurado el delito previsto en el artículo 4 de la ley 20.000, por cuanto la acusada comercializó droga a un funcionario que actuó como agente revelador, y posteriormente se procedido a la entrada a su domicilio en hipótesis de flagrancia de conformidad a lo dispuesto en los artículos 130 letra b) y 205 del Código Procesal Penal, se le encontró en posesión y sobre su persona droga a granel, y al interior del domicilio medicamentos prohibidos o controlados por el reglamento de la Ley 20.000, sin exhibir justificación en cuanto haber sido prescritos para uso médico o uso personal, inmediato y próximo en el tiempo. 


Posteriormente en su alegato de clausura, el representante del Ministerio Público señaló que cree que se probó mas allá de toda duda razonable el núcleo fáctico de la acusación, esto es que el 2 de febrero de 2010 en el domicilio de la acusada ésta transfirió al funcionario Cristian Valerio dos contenedores de papel blanco con cocaína, procediendo los funcionarios en un tiempo inmediato, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 206 del Código Procesal Penal a ingresar al domicilio, encontrando en poder de la imputada más clorhidrato de cocaína en el bolsillo derecho de su pantalón, como asimismo en un velador dos contenedores de similares características a las adquiridas por el funcionario policial, como asimismo dos fármacos, uno clonazepam y clordiazepido, no justificando la tenencia de esos fármacos en esa instancia ni durante toda la investigación, fármacos controlados por la Ley 20.000. Indicó que esos hechos se deben dar por probados mas allá de toda duda razonable por cuanto la defensa no ha introducido otros elementos más que la declaración de la acusada, quien indicó varios elementos como que no ha vendido droga, reconociendo que mantenía droga pero no 25 gramos sino 5, el que su marido era consumidor, el cual además seria el propietario de la droga, además que su suegra que vivía en el mismo domicilio estaría usando los fármacos incautados. Agregó que no existe por parte de la acusada más que su propia versión, ningún otro elemento que permita dar cuenta de algún grado de veracidad de la misma, no se tiene el certificado de matrimonio con quien supuestamente sería su marido, no hay certificado de nacimiento que indique que la persona que el médico señala es suegra de la acusada, no hay certificado de residencia que diga que la persona a quien le recetaron esos medicamentos vivía en el mismo domicilio, elementos que no podrían haber sido anticipados por el Fiscal si la acusada no hizo uso de su derecho a declarar en el Juzgado de Garantía. Respecto a la inconstitucionalidad del artículo 25 de la Ley 20.000 que establece la figura del agente revelador, alegada por la Defensa, indicó que no es este Tribunal el llamado a resolver sobre eso, en cuanto derribar la norma por la vía de la aplicación o no de la misma, a través de la resolución de un Tribunal Oral Penal de un caso concreto. En cuanto a que los funcionarios policiales estarían privados de realizar la prueba de campo, por ser diligencia de investigación, y que por ende ella debe efectuarse por orden del Fiscal y no en forma autónoma, indicó que los funcionarios policiales refirieron que ellos son el personal especializado, reciben los cursos para hacer las pruebas de campo, agregando que en el territorio jurisdiccional del Tribunal quienes deben hacer la prueba de campo son ellos. Señaló además que la diligencia de prueba de campo está autorizada en el articulo 83 letra c) del Código Procesal Penal como aquellas que pueden realizarse sin orden previa, cuando la citada norma señala que “El personal policial experto deberá recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, documentos o instrumentos de cualquier clase que parecieren haber servido a la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudiesen ser utilizados como medios de prueba…” Agregó que razones de mando dentro de Carabineros han establecido que la prueba de campo la debe efectuar personal especializado de OS7 y no cualquier funcionario policial, existiendo además manuales de procedimiento los cuales sirvieron para instruir a las policías, donde se establece como instrucción nacional la realización de este tipo de pruebas por parte de determinados funcionaos policiales.

Ejerciendo su derecho a réplica, el representante del Ministerio Público refirió que lo que se pretende por la defensa en la discusión respecto a la constitucionalidad el artículo 25 de la Ley 20.000, y ello no puede ser resuelto en este estadio procesal ni por los actores de este juicio. Agregó que los antecedentes o criterios de proporcionalidad que refiere el defensor no están en el artículo 25, y que si así estuvieran, la resolución del problemas está en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en cuanto posibilita la formulación de un reclamo en contra del Fiscal que fuera de todo criterio y proporción habría autorizado la figura del agente revelador, en el marco del sometimiento que los Fiscales tienen a la ciudadanía y a la democracia. Indicó que el tratado internacional invocado por el defensor no está ratificado por Chile, y es sabido que los protocolos del Servicio Médico Legal  inferiores a 1% informan 0%, por protocolo de seguridad a cómo se realizan los exámenes, además se encuentra el informe adjunto a cada análisis, en particular respecto a los daños de cada sustancia.
CUARTO: Que, en su alegato de apertura, la Defensa de la acusada señaló que este caso plantea varias problemáticas, siendo una de ellas la figura del agente revelador que a su juicio atenta contra derechos garantidos por la Constitución, como el derecho a guardar silencio y la presunción de inocencia de una persona, existiendo además problemas en cuanto a determinar si la utilización de dicha técnica guardaba proporcionalidad con la diligencia, como lo exige la parte final del artículo 25 de la Ley 20.000. Planteó también como otra cuestión a resolver si es posible para los funcionarios policiales realizar la diligencia de prueba de campo sin que le haya sido instruida u ordenada por el Fiscal, así como la existencia de aquellos “signos evidentes” que establece el artículo 206 del Código Procesal Penal y que permiten ingresar a un domicilio sin necesidad de orden judicial previa. A su juicio, si fue necesario efectuar la prueba de campo para determinar que la sustancia era droga, no existían esos signos evidentes que contempla el artículo 206 y por ende no se trataba de una situación de flagrancia, y en ese sentido la evidencia obtenida en el interior del inmueble no es prueba lícita sino obtenida con vulneración de garantías constitucionales. Hizo mención a un fallo de 29 de abril de 1995 de la Corte Suprema Española, el que refiere que los convenios internacionales exigen para la definición de estupefaciente un componente del principio activo del 0,2 %, agregando que en esta causa no sabemos si hay principio activo, por lo que en aplicación del principio de insignificancia, lesividad y proporcionalidad como límites de ius puniendo estatal, la única solución es la absolución de su representada.   
Posteriormente, en su alegato de clausura, la Defensa refirió que el inciso final del artículo 25 de la Ley 20.000, establece un criterio de proporcionalidad, de restricción para la concesión de la diligencia, lo que en la especie no se habría cumplido. Hizo presente que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 91 del Código Procesal Penal el imputado lo es desde las primeras actuaciones del procedimiento, por lo que si consideramos como primeras actuaciones las denuncias anónimas referidas por los funcionarios policiales, ya en esa instancia su representada gozaba de los derechos del artículo 93 del Código Procesal Penal, los que no se respetaron. Indicó que el Estado debe presumir la inocencia de una persona, lo que sebe ser respetado por todos los órganos del Estado, situación que se vulnera con la figura del agente revelador, máxime si no se autoriza conforme el inciso final del artículo 25 de la ley 20.000, lo que es suficiente para no considerar ninguna prueba obtenida con infracción a esa norma. Indicó que la adquisición de la sustancia fue con dinero que no se registró, por lo que no sabemos si el billete estaba dentro del dinero incautado, y precisó que la prueba de campo requiere autorización judicial previa por el artículo 83 del Código Procesal Penal, ya que no es diligencia respecto de la que no se requería autorización. Indicó que si se llegase a concluir que no se requería autorización, necesariamente debe concluirse que la prueba de campo se trata de una diligencia de investigación, entonces no hay flagrancia, pues esta requiere ostensibilidad e inmediatez, y el artículo 206 del Código Procesal Penal requiere que existan “signos evidentes” que se está cometiendo un delito en el inmueble respecto del que se ingresa sin orden, exige a su juicio por lo tanto la presencia de varios signos evidentes, y la Real Academia Española define evidencia como algo cierto, claro, patente y sin la menor duda. Indicó que las pruebas orientativas son fiables, por lo que se requiere el informe del Instituto de Salud Pública, y la naturaleza ilícita de la sustancia dubitada entonces no es algo claro, patente, respecto de lo que no se tenga la menor duda. Respecto de la prueba documental incorporada, refirió que en el oficio 34 no se otorga número de evidencia a las sustancias incautadas, sólo dice que se enviaron dos envoltorios de papel blanco contenedores de clorhidrato de cocaína, no hay indicación de pesaje, por lo que no hay suficientes antecedentes para concluir que la sustancia incautada es la misma periciada. Respecto a los medicamentos incautados indicó que deben ser considerados como parte del tratamiento médico de la suegra de la acusada. Agregó que ningún documentos ni pericia incorporada da cuenta del porcentaje de pureza de la droga, y lo cierto es que a su juicio se exige alguna pureza para que se produzca la afectación al bien jurídico protegido, debe haber alguna afectación del bien jurídico protegido para que la conducta sea punible, no es posible estimar que la conducta es punible si la sustancia no tiene suficiente principio activo de la droga porque no hay afectación al bien jurídico protegido, la conducta carece de antijuridicidad material susceptible de sancionarla penalmente. Por todo lo mencionado, reiteró su petición de absolución de su defendida.
Ejerciendo su derecho a réplica, el abogado defensor expresó que la irreprochable conducta anterior de su representada debe ser considerada a objeto de valorar la veracidad de su testimonio en cuanto a la prescripción médica que su suegra tenía de los fármacos incautados en su domicilio, reiterando su petición de absolución.
QUINTO: Que, en la etapa prevista en el artículo 326 del Código Procesal Penal, la acusada Rosa Margarita Burboa Pradanos renunció a su derecho a guardar silencio y prestó declaración, indicando en forma libre que su marido es muy drogadicto, y el día 3 de febrero ella había arrendado recién su casa, por lo que estaba en una pieza del fondo donde duerme con su marido, la puerta estaba abierta. Nahim, su marido, había jalado un papel de “eso”, ella le dijo que estaba mal, ella le había escondido una bolsita de 5 gramos que compro él, le dijo que quería jalar de la otra, ella se enojó y empezó a pelear con ella, él abrió la bolsa y la dejó encima de la cama, ella cuidaba a su suegro postrado y a su suegra con demencia senil, luego escuchó que dijeron “Aló”, se metió un señor a la pieza donde ella estaba, Nahim había dejado la bolsa abierta encima de la cama, pensó que era gente que iba a arrendar, se dio la vuelta para acomodar cartas y ve la bolsita, Nahim estaba muy drogado, ella escondió la bolsa y se la puso atrás en el pantalón, el señor le dijo que era policía, se da vuelta y le pregunta por lo que tenía en el bolsillo, ella le dijo que era droga de su marido, su marido reconoció que la droga era de él, ella ha sufrido mucho por la drogadicción de su marido, se ha querido ir de la casa pero no lo hace por su suegro al que cuida. Agregó que en El Quisco todos saben, incluidos los Carabineros, que él consume droga, ella nunca ha querido vender droga porque ha sufrido mucho con esto, ella le botaba las droga, el padre de su marido se llama Janna, (Juan en árabe), indicó que hace 9 meses que su marido dejó la droga por la muerte de su padre, el día que la detuvieron su marido fue con ella a la Comisaría, vino al juicio y lo echaron porque interrumpía.

Preguntada por el Sr. Fiscal refirió que el 2 de febrero de 2010 no le vendió droga a un funcionario, cuando ingresaron los funcionarios le pillaron droga en su pantalón, porque ella se puso la sustancia en el bolsillo del pantalón, tomó la bolsita y se la puso atrás en el pantalón, pensó que los funcionarios eran arrendatarios. Indicó que la droga que tomó eran 5 gramos o menos porque su marido la había comprado hace poco y ya había jalado. Precisó que no eran 25 gramos lo incautado, eran 5 gramos más dos papelinas. Agregó que nunca antes supo que los Carabineros decían que eran 25 gramos, que nunca antes ha declarado, y que esto no lo declaró antes porque no le preguntaron, no tuvo oportunidad de hablar así, no sabía que podía declarar para exculparse.
Consultada por su Defensa expresó que no ha recibido citaciones de la Fiscalía, sólo fue un señor de lentes que le pasó un papel, pero era para que viniera al juicio. Indicó que el día de los hechos uno de los arrendatarios llegó en la mañana y otro poco antes que la policía, dijo que ella arrienda la casa grande de adelante y un departamento, y que cuando arrienda se va a la pieza de atrás, que la señora de su suegro se llamaba Helwe Sarrás, que ellos vivían en otro departamento de atrás, que Janna se había quebrado la cadera y tenía artrosis avanzada, estuvo postrado por 6 años, y la señora Helwe tenía demencia y le dolían las piernas, no podía caminar bien, a veces hablaba incoherencias y la inyectaban de la posta dos veces en la noche para calmarla, ella tomaba medicamentos para la presión, ranitidina, alprazolam para dormir, además de Valpax, que era para dormir. Precisó que el señor que apareció en la pieza que pensó que era arrendatario era bajo con el pelo crespo, le preguntaba si tenía más droga, no lo había visto antes, además de ese policía entró otro policía de estatura baja, pero no se acuerda de su cara, además de otro señor que estaba atrás y al parecer era Capitán, su marido le decía que le dejara un poco de droga, hay reja para entrar a su casa, no sabe como entraron los funcionarios, no se recuerda si le mostraron una orden. Indicó que cuando entraron ella les dijo que buscaran lo que quisieran, a su marido le preocupaba que no le llevaran la droga, ella nunca ha vendido droga, no sabe si su marido ha vendido, todos en el barrio saben que él se drogaba. Se le exhibió el documento ofrecido por la Defensa, lo reconoce como la receta que le dieron a su suegra, donde dice Valpax y Enalapril, agregando que ese certificado lo otorgó el Doctor que la veía, que es del consultorio de El Quisco.  

Por último, en la oportunidad prevista en el artículo 338 inciso final del Código Procesal Penal la acusada señaló que si se declaró inocente es porque no le interesa el dinero, quiere quedar limpia, y la droga incautada no eran 25 gramos.
SEXTO: Que en esta causa no se presentó querella ni demanda civil, ni los intervinientes arribaron a convenciones probatorias, según dan cuenta los motivos cuarto y séptimo del auto apertura de juicio oral, respectivamente.
SEPTIMO: Que el ente persecutor, a fin de acreditar la pretensión punitiva estatal, allegó al juicio las siguientes probanzas:

1.- Testimonial, consistente en los asertos de:

a).- Juan Carlos Oroz Cáceres, Cabo 1º de Carabineros.
b).- Cristian Andrés Valerio Delgado, Cabo 2° de Carabineros.

2.- Prueba Pericial, la que fue incorporada de conformidad a lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal, y consistió en protocolos de Análisis Químico Código de Muestra 3120-2010-M1-5, 3120-2010 M2-M5; 3120-2010 M3-M5, 3120-2010 M4-M5 y 3120-2010 M5-M5, del Instituto de Salud Pública, todos de fecha 06 de Abril de 2010, efectuados por doña Angelique Gálvez Navarro, Perito Químico del Subdepartamento de Sustancias Ilícitas, Sección de Análisis de Drogas, del Instituto de Salud Pública, el que contiene la descripción de las muestras analizadas, operaciones practicadas y conclusiones a las que arriba la perito, incluyendo el informe sobre tráfico y acción de cada sustancia en el organismo.

3.- Prueba Documental, consistente en:
a).- Oficio remisor de droga incautada Nº 34,  de fecha 2 de febrero de 2010, dirigido por la 4ta Comisaría (T) de Carabineros El Quisco al Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio.

b).- Acta de recepción Nº 326, de fecha 04 de febrero de 2010, del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio acusando recibo de la droga incautada.

c).- Reservado N° 532/10, de fecha 04 de febrero de 2010 de Director Servicio Salud Valparaíso- San Antonio a Director Instituto Salud Pública de Chile. 

d).- Reservado N° 3120-2010, del 06 de abril 2010, del Jefe Subdepartamento Sustancias Ilícitas del Instituto de Salud Pública al Servicio de Salud Valparaíso San Antonio.

e).- Reservado N° 1245/10, de fecha 14 de abril de 2010, del Director del Servicio de Salud Valparaíso- San Antonio a Fiscalía Local de San Antonio, con cuadro resumen sobre la naturaleza de la droga incautada y sus pesos.

f).- Copia de comprobante de depósito judicial efectuado en el Banco del Estado por la suma de $123.700.
4.- Otros medios de prueba: consistente en una caja del medicamento Valpax, una caja del fármaco Aero-Itan, y dos sobres de polvos Royal, los que fueron incorporadas a juicio mediante su exhibición a los testigos Oroz Cáceres y Valerio Delgado.

OCTAVO: Que la defensa por su parte incorporó prueba documental, consistente en certificado médico suscrito por el Dr. Patricio Freire Viera, médico cirujano, de fecha 19 de Marzo de 2010.

 
NOVENO: Que para la mayoría del Tribunal, los hechos que pudieron ser probados con el mérito y valía de la prueba de cargo obtenida sin infracción de garantías fundamentales, son los siguientes:

“Contando funcionarios policiales dependientes del OS7 de Carabineros de Chile con antecedentes de que la imputada Rosa Margarita Burboa Pradanos se estaba dedicando al tráfico de drogas en su domicilio ubicado en calle José Marchant  N° 267, de la comuna de El Quisco, procedieron a solicitar en los términos estipulados en el artículo 25 de la Ley 20.000 se autorizase por parte del Ministerio Público la utilización de un agente revelador en los términos de dicha norma, autorizándose por el ente persecutor penal la utilización de dicha diligencia investigativa, la que se realizó por el cabo 2do. Cristián Valerio Delgado, quien el día 2 de febrero de 2010, siendo aproximadamente las 15,50 horas, procedió a dirigirse al domicilio ya señalado, donde fue atendido por la encartada quien le hizo entrega previo pago de la suma de $10.000.-, de 02 envoltorios de papel blanco contenedores de clorhidrato de cocaína, los cuales arrojaron un peso bruto de 1 gramo 100 miligramos de dicha sustancia, arrojando coloración positiva ante la presencia de la citada droga.” 

DÉCIMO: En efecto, los funcionarios policiales Oroz Cáceres y Valerio Delgado estuvieron contestes en indicar al Tribunal que el procedimiento policial se gestó a raíz de denuncias anónimas al fono 135 de Carabineros, que indicaban que una mujer de nombre “Rosa” se dedicaba a la comercialización de cocaína, por lo que se procedió a identificar el domicilio y el día 2 de Febrero de 2010 se solicitó al Sr. Fiscal Juan Carlos Rivera Fuentes autorizara la figura del agente revelador, lo que se consiguió, procediendo el funcionario Valerio Delgado a cumplir tal función, quien concurrió al inmueble de calle José Marchant 267 de El Quisco, el mismo día ya indicado alrededor de las 15:50 horas, solicitando se le vendiera “dos motes”, ante lo cual a quien reconocieron como la encartada le hizo entrega de dos trozos de papel blanco contenedores de una sustancia con la que concurrieron hasta donde se encontraban los otros funcionarios policiales, a tres cuadras de distancia, y efectuaron la prueba de campo de la misma arrojando coloración positiva a la presencia de cocaína.


Agregaron que una vez practicada la prueba de campo le informaron al Sr. Fiscal, quien les señaló que procedieran de conformidad a lo dispuesto en el artículo 206 del Código Procesal Penal, y ante la flagrancia se procedió a ingresar al domicilio, incautando desde su interior más de la misma sustancia que resultó ser cocaína, además de los fármacos Valpax y Aero Itan, sujetos a control de la Ley 20.000, y la suma de $123.700 y dos sobres de polvos Royal, todo lo que fue incautado, procediéndose además a la detención de quien identificaron en juicio como la encartada. Ambos funcionarios de OS7, reconocieron en estrados las cajas de fármacos y los sobres incautados, e indicaron precisamente las cantidades de las sustancias que encontraron en poder de la acusada.       


La prueba documental y pericial legalmente incorporada, esta última de conformidad a lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal, sirvió para establecer que la sustancia incautada en el domicilio de la acusada fue la misma que posteriormente se analizó por el Instituto de Salud Pública, y que arrojó se trataba de cocaína clorhidrato. Así fue que se incorporaron los respectivos Oficios y Reservados que dan cuenta de la remisión y recepción de la sustancia desde Carabineros al Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, desde esta última repartición al Instituto de Salud Pública, y posteriormente el envío de la pericia que determinó la naturaleza de la sustancia (cocaína clorhidrato) desde y hacia cada una de estas mismas Instituciones, hasta el destino final que fue la Fiscalía Local de San Antonio.


UNDÉCIMO: Que se estimó por la Mayoría que la prueba de cargo sólo permitió establecer como probados los hechos que se refirieron en la motivación novena de este fallo, pues se considera que el ingreso y registro del inmueble utilizado por la encartada, en las particulares condiciones en que se efectuó, sin su consentimiento ni autorización judicial previa, se trató de una diligencia que no es posible encuadrar en la hipótesis del inciso 1° del artículo 206 del Código Procesal Penal, por lo que toda la prueba emanada o referida a dicha actuación policial y sus consecuencias, se trata de evidencia obtenida con infracción de garantías fundamentales, no susceptible de ser considerada a ningún efecto, como se analizará en los considerandos siguientes.


DUODÉCIMO: Que el artículo 206 inciso 1° del Código Procesal Penal prescribe: “La policía podrá entrar en un lugar cerrado y registrarlo, sin el consentimiento expreso de su propietario o encargado ni autorización u orden previa, cuando las llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el interior u otros signos evidentes indicaren que en el recinto se está cometiendo un delito.”

Pues bien, los funcionarios policiales Oroz Cáceres y Valerio Delgado estuvieron contestes en indicar que de conformidad a la norma legal transcrita fue que ingresaron al domicilio de la encartada y procedieron a la incautación de más sustancia que resultó ser cocaína, así como dos cajas de fármacos controlados por la Ley 20.000, dos sobres de polvos royal y dinero presumiblemente proveniente de la venta de droga. Lo anterior, por cuanto al proceder el funcionario policial investido de la calidad de agente revelador a efectuar la compra de la sustancia dubitada a la acusada, se sometió la misma a la prueba de campo, a tres cuadras de distancia del inmueble, arrojando coloración positiva a la presencia de cocaína, ante lo cual amparados en la norma legal citada ingresaron al inmueble recogiendo lo que estimaron evidencia de la comisión del delito, procediendo a la detención de Rosa Burboa Pradanos.


Cabe en consecuencia analizar, si la venta de una sustancia que posteriormente resultó ser cocaína según la llamada prueba de campo, constituye uno de aquellos “signos evidentes” de comisión de un delito que el artículo 206 del Código Procesal Penal establece para permitir el ingreso y registro de un inmueble sin autorización de ninguna clase.          


En primer término, diremos que el verdadero sentido y alcance de la expresión “signos evidentes” hay que encontrarlo en la propia definición que la Real Academia Española entrega de “evidente”, señalando que se trata de algo “cierto, claro, patente y sin la menor duda” (www.rae.es), concepto que por cierto se condice con la naturaleza que debe tener el indicio relativo a la comisión de un delito en un determinado lugar cerrado, que permita ingresar a él sin el consentimiento de su propietario ni autorización alguna. Lo anterior, además teniendo presente que el propio legislador en el referido artículo establece un caso que ha de considerarse como “signo evidente” de la comisión de un delito, al referirse a las llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el lugar cerrado al que se permite el ingreso sin autorización, lo que permite inferir se trata siempre de casos en los que la urgencia en actuar está dada por la necesidad de frustrar la comisión de un injusto, permitir la conservación e incautación de pruebas que fácilmente puedan desaparecer, o impedir la impunidad de sus hechores, y siempre que no sea posible esperar la autorización del propietario del inmueble ni la resolución judicial que permita el acceso. 


Resulta claro además, que en la correcta interpretación de la frase “otros signos evidentes” debe tenerse en cuenta como norma básica, lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 5 del Código Procesal Penal, que dispone que “Las disposiciones de este Código que autorizan la restricción de la libertad o de otros derechos del imputado o del ejercicio de alguna de sus facultades serán interpretadas restrictivamente y no se podrán aplicar por analogía.” Por cierto  que la norma del artículo 206 del Código Procesal Penal en cuanto autoriza el ingreso a un lugar cerrado sin autorización judicial, restringe el derecho constitucional del imputado a la inviolabilidad del hogar, previsto en el artículo 19 N° 5 de la Constitución Política de la República, por lo que cualquier interpretación de ella debe hacerse en forma restringida, sin pretender extenderla a casos no contemplados expresamente.


DÉCIMO TERCERO: Que así entonces, atendido que en el caso concreto que nos convoca fue necesario someter la sustancia vendida por la encartada al agente revelador, a la denominada prueba de campo, para determinar si se trataba - con algún grado de certeza – de alguna de aquellas prohibidas por la Ley 20.000, diligencia que se llevó a cabo según lo reconocieron los dos funcionarios policiales que declararon en estrados, a tres cuadras del inmueble de la encartada, no es posible sostener que dicha transacción haya tenido el carácter de “signo evidente” de la comisión de un delito que habilitara para el ingreso y registro del lugar cerrado sin autorización de ninguna especie. Lo anterior, por cuanto no se trató de uno de aquellos indicios de tal manera ciertos, claros y patentes respecto a la comisión de un delito, que hicieran procedente el ingreso y registro del lugar cerrado sin  ninguna autorización, desde que fue necesario efectuar la diligencia de prueba de campo para determinar la naturaleza de la sustancia vendida. 


DÉCIMO CUARTO: Así las cosas, y como corolario de lo que se ha venido razonando, no queda sino excluir de toda consideración las evidencias incautadas a raíz de la entrada y registro del inmueble de la acusada efectuado sin su consentimiento y sin la autorización del Juez de Garantía, así como toda la prueba testifical, documental y pericial que a dichas evidencias se refieran, por haber sido obtenidas con infracción de garantías fundamentales, en concreto, la inviolabilidad del hogar prevista en el numeral 5° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


DÉCIMO QUINTO: Que en cuanto a la calificación jurídica de los hechos que se dieron por probados en el considerando noveno de este fallo, para este Tribunal no fue posible estimar más allá de toda duda razonable, ellos constituyeran el delito de tráfico de pequeñas cantidades de droga, pues se estima que no se acreditó en el estándar legal, que la sustancia comercializada por la encartada se tratara efectivamente de una de aquellas susceptibles de afectar al menos potencialmente el bien jurídico protegido por la norma, cual es la salud pública. En efecto, la prueba pericial que fuera legalmente incorporada de conformidad a lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal, únicamente indica que la sustancia vendida por la acusada se trató de cocaína clorhidrato en una cantidad neta de 0,88 gramos, sin indicar la pureza ni concentración de la misma, como lo ordena el artículo 43 de la Ley 20.000, por lo que no fue posible entender se tratara de una de aquellas sustancias que provocaran los graves efectos tóxicos o daños considerables para la salud que establece el artículo 1 de la citada Ley. En nada obsta a la conclusión a la que se ha arribado, la existencia de un informe anexo a la pericia, respecto a la acción y tráfico de la cocaína en el organismo, pues el mismo habla de los efectos en general que tiene tal alcaloide, sin que nada diga respecto a la sustancia incautada en particular, ni sobre su calidad, pureza, concentración o nocividad.     


Lo referido en el párrafo anterior, debe entenderse teniendo presente que toda conducta típica para que sea punible debe ser antijurídica tanto desde un punto de vista formal como material, esto último entendido como la afectación o puesta en peligro del bien jurídico protegido por la norma infringida, lo que en la especie no se produjo, en atención a que si bien se acreditó que la sustancia incautada se trataba de cocaína clorhidrato, no fue posible determinar la presencia en ella del componente activo que permita establecer el grado de pureza de la misma, y consecuencialmente su capacidad o aptitud de provocar la necesaria lesión al bien jurídico cautelado.

DÉCIMO SEXTO: Que lo aseverado en el considerando precedente relativo a la antijuridicidad material de la conducta, se encuentra recogido en el texto del profesor Enrique Cury Urzúa “Derecho Penal, Parte General”
, mediante – entre otros aspectos – de la cita de destacados juristas extranjeros que tratan el elemento antijuridicidad material desde distintos puntos de vista y con diferentes enfoques y acentos. Lo cierto es que sin duda también se relaciona directamente el citado elemento del delito, con el principio de lesividad en cuanto límite del ius puniendi estatal, según el cual la sanción penal debe limitarse a aquellos casos en que la afectación al bien jurídico protegido por el legislador, sea de una entidad tal que legitime tal intervención, dejando entregadas conductas de menor afectación de la norma (entiéndase bien jurídico) a otras ramas del Derecho, o a la autorregulación social, consolidando de este forma el principio de mínima intervención del Derecho Penal.    

DÉCIMO SEPTIMO: Que en lo concerniente a las restantes alegaciones de la Defensa, ellas serán desestimadas, por cuanto se ha concluido en lo referente a la inconstitucionalidad de las figura del agente revelador, que la misma se encuentra expresamente contemplada en el artículo 25 de la Ley 20.000, normativa que fue debidamente sometida al control de constitucionalidad por parte del Tribunal respectivo, no verificándose ningún reparo a la misma en dicha sede, por lo que no corresponde a esta judicatura emitir un pronunciamiento de fondo al respecto. Asimismo en lo que concierne a la debida proporcionalidad que a juicio del abogado defensor debe existir en la utilización de la figura del agente revelador, en conformidad al inciso final del artículo 25 de la Ley 20.000, lo cierto es que se estima que dicha exigencia está dada únicamente para eximir de responsabilidad penal a los funcionarios policiales que en ejercicio de tal cometido hayan debido incurrir en delitos, y no como limitación en la autorización que el Fiscal del Ministerio Público está facultado para hacer de conformidad a la misma norma. Por otra parte, en cuanto a la naturaleza de la prueba de campo en cuanto diligencia de investigación, respecto de la cual a juicio del Defensor debe ser ordenada por el Fiscal y por ende no puede efectuarse en forma autónoma por las policías, se estima que la misma se encuentra inserta dentro de aquellas actuaciones que el legislador autoriza efectuar a los funcionarios de Carabineros y Policía de Investigaciones sin necesidad de una instrucción del Fiscal, conforme el artículo 83 letra c) inciso 2° del Código Procesal Penal, pues se entiende comprendida dentro de aquellos objetos que personal especializado debe recoger, identificar y conservar bajo sello.   

Por último, en lo que se refiere al documento incorporado por la Defensa, consistente en certificado médico suscrito por el Dr. Patricio Freire Viera, médico cirujano, de fecha 19 de Marzo de 2010, únicamente fue allegado con la finalidad de justificar en un tratamiento médico la tenencia de los fármacos incautados en el domicilio de la encartada con posterioridad a la entrada y registro del mismo, por lo que atendido que se excluyó de toda consideración  - por la mayoría - las evidencias obtenidas con posterioridad a la práctica de dicha diligencia, según se indicó en los considerandos undécimo a décimo cuarto, resulta innecesario emitir cualquier pronunciamiento respecto a su valor probatorio.        
Por estas consideraciones y visto además lo dispuesto en los artículos 19 Nº 4 y 5 de la Constitución Política de la República; artículo 11 N° 2 de la Convención Americana de los Derechos Humanos; artículos 1, 3, 5 y 14 del Código Penal; artículos 1, 3 , 4 y 43 de la Ley Nº 20.000; y artículos 1, 4, 5, 45, 48, 52, 53, 85, 124, 129, 130, 207, 208, 276, 295, 297, 325 y siguientes, 339, 340, 341, 342, 343 y 347 del Código Procesal Penal; y  Acuerdo de Pleno de la Excma. Corte Suprema sobre la forma y contenido de las sentencias dictadas por los Tribunales de la Reforma Procesal Penal SE DECLARA:

I.- Que se ABSUELVE a la acusada ROSA MARGARITA BURBOA PRADANOS, ya individualizada, de los cargos formulados en su contra que la tuvieron como autora del delito consumado de tráfico de pequeñas cantidades de droga, ilícito previsto y sancionado en el artículo 4° en relación con los artículos 1° y 3°, todos de la Ley Nº 20.000, supuestamente perpetrado en la comuna de El Quisco, el día 02 de febrero de 2010. 

II.- Que estimando el Ministerio Público tuvo motivos plausibles para acusar, se le exime de la condena en costas. 

Se previene que el Magistrado Rodrigo Hernández Pérez estuvo por ponderar toda la prueba rendida por el persecutor toda vez que estima ajustada a derecho la entrada y registro practicada por funcionarios de Carabineros de Chile, en atención a lo siguiente:
Primero: Que, este Juez estuvo por desestimar la alegación del Sr. Defensor en lo referente a la ilegalidad de la entrada y registro efectuada por la policía al domicilio de la encausada, toda vez que dicho procedimiento se ajustó a lo previsto en el artículo 206 del Código Procesal Penal, atendido lo señalado por los funcionarios policiales que depusieron en estrados y que participaron en la diligencia, donde aparece que solo minutos antes la acusada -en su domicilio- vendió al agente revelador en la suma de diez mil pesos dos envoltorios de papel blanco contenedores de polvo blanco y efectuada la prueba de campo a la misma, solo a escasos minutos de la compra, ésta arrojó coloración positiva a la presencia de clorhidrato de cocaína, por lo que claramente existían signos evidentes de que en el domicilio de la acusada se estaba cometiendo un delito, y configurándose además, la hipótesis de flagrancia del artículo 130 letra b) del código de enjuiciamiento penal, por lo que la prueba obtenida en el interior del domicilio no adolece de vicios que afecten su legalidad, y por ello es susceptible de ser ponderada.
Segundo: Que, conforme a lo señalado en el considerando anterior, para este sentenciador, la prueba de cargo, valorada libremente, pero sin contradecir las máximas de la experiencia, los postulados de la lógica y los conocimientos científicamente afianzados, fue suficiente para dar por establecida la ocurrencia de los siguientes hechos, además de los ya asentados en el veredicto y sentencia:

 “Posteriormente, funcionarios dependientes de la sección OS7 de Carabineros de Chile, y en hipótesis de flagrancia conforme lo dispone el artículo 130 del Código Procesal Penal, procedieron a ingresar a dicho domicilio, deteniendo a la acusada y procediendo al registro del lugar, encontrando sobre un velador que se encontraba junto a la imputada 02 envoltorios de papel blanco con las mismas características de las vendidas al agente revelador, contenedores de clorhidrato de cocaína, arrojando un peso bruto de 1 gramo 400 miligramos de dicha droga, y coloración positiva ante la presencia de esta. Igualmente procedieron a encontrar en el bolsillo del pantalón de la imputada una bolsa de nylon transparente la cual contenía clorhidrato de cocaína a granel, arrojando un peso bruto de 25 gramos 900 miligramos de dicha sustancia, como asimismo coloración positiva ante la presencia de dicha droga. Asimismo y al interior del mismo domicilio se procedió a incautar 36 grageas del fármaco de nombre Valpax, correspondiente a Clonazepam, y 8 grageas del fármaco Aeroitan correspondiente a metoclopramida y clordiazepoxido, todas sustancias controladas conforme al Reglamento de la Ley 20.000.-. Igualmente se incautó al interior del domicilio la suma de  $123.700 en dinero en efectivo de distinta denominación, por presumirse proveniente de la venta de droga.  También se incautaron dos bolsitas tipo sachet contenedoras de polvo blanco tipo Royal, el cuál presumiblemente era utilizado en la dosificación y aumento de la droga correspondiente”.
Tercero: Que, los hechos señalados precedentemente fueron acreditados con la prueba de cargo incorporada por el Ministerio Público en la audiencia de Juicio.

a) En cuanto a la fecha, lugar, forma en la cual se produjeron los hechos y demás circunstancias relevantes para una acertada inteligencia:

A este respecto,  fueron importantes las declaraciones de los efectivos del OS7 de Carabineros de Chile JUAN OROZ CACERES y CRISTIÁN VALERIO DELGADO, quienes en lo esencial señalaron, que una vez practicada la prueba de campo a la droga comprada, alrededor de las 15:55 horas ingresaron al domicilio de la encartada sin utilizar fuerza ya que los accesos estaban abiertos, siendo reconocida en el lugar la acusada por el agente revelador que compró la droga, quien estaba sentada en una cama y se procedió a su detención.  En un velador de madera se incautaron dos envoltorios de papel blanco de las mismas características de los adquiridos previamente.  La acusada manifestó que mantenía más droga en su pantalón, incautándosele una bolsa contenedora de clorhidrato de cocaína a granel.  También se incautaron 36 grageas del fármaco de nombre Valpax y 8 grageas del fármaco Aeroitan sin justificar que fuere para consumo personal o por prescripción médica, la suma de $123.700 en dinero en efectivo.  Destacaron que también se encontraron e incautaron dos sobres de polvos de hornear, señalando que habitualmente se utiliza dicha sustancia para mezclarla con la droga y aumentar su cantidad.  Señalaron que los dos envoltorios encontrados sobre el escritorio arrojaron un peso bruto de 1 gramo 400 miligramos, y la bolsa transparente arrojo un peso bruto de 25 gramos 900 miligramos.  Refirieron que la droga fue debidamente remitida al Servicio de Salud para su análisis mediante oficio n° 34.

El persecutor exhibió a ambos testigos los objetos señalados en el motivo cuarto del auto de prueba, reconociendo una caja del fármaco Valpax, una caja de Fármaco Aero-Itan y dos sobres de polvos royal.

Del cúmulo de antecedentes, apreciados en su conjunto, se puede establecer sin sombra de dudas que los además de los hechos ya asentados por la mayoría del Tribunal, también se verificó que el día  2 de febrero de 2010, alrededor de las 15:55 horas, ocasión en la que la acusada fue sorprendido en su domicilio de calle Regidor José Marchant  N° 267, de la comuna de El Quisco, manteniendo sobre un velador de madera dos envoltorios de papel blanco contenedores de cocaína con un peso bruto aproximado de 1 gramo 400 miligramos, una bolsa contenedora de cocaína con un peso bruto aproximado de 25 gramos, 36 grageas del fármaco de nombre Valpax y 8 grageas del fármaco Aeroitan.

b) En cuanto a la naturaleza de la sustancia encontrada en poder de la encartada, su peso neto y porcentaje de pureza: 

A este respecto, también fueron valorados los dichos de los dos funcionarios policiales ya individualizados, quienes de manera precisa y detallada explicaron que la sustancia encontrada en los contenedores que portaba el acusado entre sus vestimentas resultó ser “cocaína”, arrojando un peso bruto aproximado de “26 gramos 400 miligramos”.


Agregaron que la droga fue incautada y remitida posteriormente para su análisis químico, información ratificada con la prueba documental incorporada, en virtud de la cual, efectivamente la sustancia fue enviada al “Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio” mediante oficio remisor  Ordinario N° 34 de fecha 02 de febrero de 2010, la cual fue analizada por la profesional del Departamento de Salud Ambiental del Instituto de Salud Pública, doña Angelique Gálvez Navarro, quien junto a la prueba documental, consistente en el acta de recepción N° 326, reservado N° 532/10 de fecha 04 de abril de 2010, reservado nº 3121-2010 de fecha seis de abril de 2010, reservado 1245/10 de fecha 14 de abril de 2010 y reservado Nº 532 de fecha 06 de abril de 2010, dio cuenta detallada de la naturaleza de la droga incautada, pudiendo establecerse a través de dichas probanzas, que correspondía, sin considerar la droga vendida al agente revelador, clorhidrato de cocaína, con un peso neto de 25,18 gramos, y sin indicar su pureza.  Además de 36 unidades de clonazepan y 8 unidades de clorodiazepoxido.
c) Con respecto a la acción de la cocaína en el organismo:

Este tema fue descrito en el informe anexo incorporado por el órgano persecutor, que en lo pertinente explica en detalle que la cocaína es un alcaloide que se extrae de las hojas de la planta de la coca, (Erythroxilon coca), arbusto cultivado en las diferentes regiones del mundo, principalmente en América Latina, y se utilizó por sus propiedades de anestésico local en cirugías oftalmológicas, laringe y mucosas. Actualmente no se usa por sus graves efectos adversos. En el uso ilícito la COCAINA se utiliza por su acción estimulante del sistema nervioso central, produciendo una sensación de euforia o de gran placer de poco tiempo de duración, lo que lleva al hábito, tolerancia y adicción. Refiriéndose al peligro que la cocaína presenta para la salud pública, puede señalar que el consumo crónico y agudo ocasiona toxicidad produciendo trastornos cardiovasculares, cerebrales, respiratorios y psíquicos. Cualquier pureza o concentración de droga es igualmente dañina para la salud pública.
d) Con respecto a la acción del clonazepam en el organismo:

En el mismo informe anexo referido, explica que está indicado en el tratamiento de crisis de pánico, de los síntomas de la enfermedad de Parkinson, de los tics y de la esquizofrenia y como paliativo del dolor.  Señala que en dependencia de las dosis en que se consuma provoca somnolencia, sedación, mareos, confusión, dificultad para hablar, baja respuesta de los reflejos, pobre coordinación, dificultad para respirar y pérdida de conciencia.  Su consumo prolongado causa dependencia.  Los efectos que produce se alteran cuando se asocia al consumo de otros psicofármacos.  Los efectos de desinhibición con sensación de euforia, así como los de depresión pueden ser potenciados por el alcohol, los barbitúricos, los opioides, los antihistamínicos sedantes, etc.  Se califica como sustancia o droga estupefaciente o sicotrópica, productora de dependencia física o síquica.

e) Con respecto a la acción del clordiazepoxido en el organismo:

El informe ya señalado explicó que la mayor parte de las benzodiazepinas producen ansiolisis, sedación, hipnosis, efectos anticonvulsionantes y miorrelajación central. El clordiazepoxido presenta una absorción lenta y errática, produce relajación de la musculatura esquelética y disminución de ansiedad.  En personas sanas y a dosis terapéuticas, no alteran la realización de ejercicios físicos o mentales, pero a dosis mayores y en función del ambiente y alteran la realización de ejercicios físicos o mentales, pero a dosis mayores y en función del ambiente y del producto empleado causan sopor, letargia, sueño, ataxia y debilidad muscular.  En los pacientes con ansiedad alivian tanto la tensión subjetiva como los síntomas objetivos; sudor, taquicardia, etc.  Los efectos adversos más comunes son sedación, somnolencia, ataxia, incoordinación motora e incapacidad de coordinar movimientos finos o de responder a estímulos que requieren una respuesta rápida; alteran la capacidad para conducir vehículos.  Puede producir amnesia anterógrada, es decir, limitada a hechos que suceden después de la administración.  Las reacciones adversas más frecuentes se deben al desajuste de la dosis en relación con el efecto que se desea conseguir.

Las interacciones son frecuentes cuando se asocia benzodiazepinas a otros psicofármacos y son objeto de abuso.  Los fenómenos de desinhibición con sensación de euforia, así como los de depresión pueden ser potenciados por el alcohol, los barbitúricos, los opioides, los antihistamínicos sedantes, etc.  Se produce tolerancia a los efectos sedantes y anticonvulsionantes, lo que se aprecia mejor cuando se dan dosis altas durante un tiempo limitado.  La tolerancia es cruzada con la del alcohol y otros sedantes.  Pueden provocar también dependencia psicológica y física, incluso a dosis bajas, con un síndrome de abstinencia que se instaura lentamente tras la supresión del fármaco.  La sintomatología del cuadro es tal que en muchos casos resulta difícil diferenciar si se trata de una recaída del cuadro ansioso original o de la reacción por retirada.  El cuadro es tanto más intenso cuanto mayor haya sido la dosis utilizada y mas prolongado el tratamiento.  Aproximadamente, el 35% de los pacientes tratados con benzodiazepinas durante más de cuatro semanas desarrollan dependencia física.  La prescripción de dosis bajas y en administración intermitente mínimiza considerablemente el problema de la tolerancia y dependencia.  El clordiazepoxido se califica como sustancia o droga estupefaciente o sicotrópica productora de dependencia física o síquica.

Cuarto: Que, no obstante lo expuesto precedentemente, y conforme a lo ya razonado en el texto de la sentencia, los presupuestos fácticos que se describieron en los apartados precedentes, a juicio de este Juez, en lo referido primeramente a la cocaína incautada no permite tener por configurado el delito de tráfico de pequeñas cantidades de droga por el cual se dedujo acusación, ni ninguna otra figura típica, antijurídica y culpable contemplada en la Ley 20.000, desde que no fue posible concluir de la prueba rendida en juicio, que dicha  sustancia ilícita vendida tuviere un grado de pureza que permitiere afectar el bien jurídico protegido por el legislador, careciendo en consecuencia su conducta de la antijuridicidad necesaria para sancionarla penalmente.  Lo mismo respecto a las 8 grageas del fármaco Aeroitan correspondiente a metoclopramida y clordiazepoxido, dada la ínfima cantidad de dicha sustancia incautada.

Quinto: Que, conforme al documento incorporado por la defensa consistente en certificado emitido por el doctor Patricio Freire Viera del Consultorio de El Quisco, por el cual se justifica suficientemente la tenencia del fármaco Valpax, correspondiente a Clonazepam, lo que impide tener por configurado respecto al mismo ninguna figura típica, antijurídica y culpable contemplada en la Ley 20.000 con relación a la acusada.

Sexto: Que, en mérito de lo expuesto precedentemente, este juez estima, como ya se adelantó en el veredicto, que procede emitir decisión absolutoria respecto a la encartada respecto al delito de tráfico de pequeñas cantidades por el cual fue acusada por el Ministerio Público, por los hechos acontecidos el dos de febrero de 2010, en el territorio jurisdiccional de éste Tribunal.

Regístrese y comuníquese en su oportunidad al Juzgado de Garantía competente. Hecho, archívese.

Devuélvanse la prueba incorporada por ambos intervinientes.

Sentencia redactada por el Magistrado don Manuel Muñoz Chamorro y la prevención por su autor.
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